
1.3.2.2. Personas con discapacidad
En 2019 se mantiene estable el volumen de reclamaciones ciudadanas que versan sobre cuestiones 

directamente relacionadas con la situación de discapacidad, es decir, en esencia relativas al reconocimiento 
inicial de tal situación o a su revisión, a la valoración de la movilidad reducida o a la expedición de las 
pertinentes tarjetas acreditativas.

En este ejercicio se repite igualmente el patrón en la casuística ya consabida, de tal modo que entre las 
peticiones de la ciudadanía continúan ostentando una mayor presencia, a partes prácticamente iguales, las 
que interesan la agilización de la solicitud dirigida a la valoración de la discapacidad -bien de la solicitada 
por vez primera, bien de la formalizada para que tenga lugar una revisión del porcentaje que refleje un 
posible incremento por agravación de la persona interesada-; junto a aquellas otras que manifiestan su 
discrepancia con el resultado de la valoración.

Ambos planteamientos alcanzan en conjunto casi la totalidad de las quejas sobre el particular. El resto 
de cuestiones más residuales se reparten entre disconformidades con el reconocimiento de la movilidad 
reducida o retrasos en la expedición o renovación de la tarjeta acreditativa.

1.3.2.2.1. Demoras en el ejercicio de las competencias atribuidas a los Centros de Valoración y 
Orientación

Son diversas las competencias atribuidas a los Centros de Valoración y Orientación dependientes de las 
Delegaciones Territoriales de Educación y Deporte e Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de cada 
una de las provincias andaluzas, todas ellas en torno a servicios y prestaciones destinados a las personas 
con discapacidad.

En este sentido, junto a la valoración del grado de discapacidad, dirigido al reconocimiento inicial de 
esta situación o a la revisión del porcentaje ya resuelto (de oficio o a instancia de parte), desempeñan 
otras actuaciones, como la expedición de la tarjeta acreditativa del grado de discapacidad y de la tarjeta 
de aparcamiento de vehículos para personas con movilidad reducida, la emisión de dictámenes o de 
certificados de diversa índole, y funciones de información, orientación y asesoramiento a personas físicas 
y entidades en este ámbito.

De entre sus competencias, las demoras en el procedimiento para el reconocimiento o revisión de la 
discapacidad, así como en la expedición de tarjetas acreditativas de aquella o de aparcamiento de vehículos 
para personas con movilidad reducida, son las que aglutinan el grueso de las protestas de la ciudadanía.

Hace años que venimos denotando la necesidad de que se adopten medidas que permitan superar estas 
demoras, fundamentalmente las de reconocimiento de la discapacidad o su revisión, que giran en torno al 
plazo medio de un año, a pesar de que el procedimiento tiene fijado un plazo de notificación de la resolución 
de seis meses.

Las razones reveladas en las investigaciones realizadas por esta Institución, esencialmente en la queja 
16/6978, iniciada de oficio sobre el procedimiento de reconocimiento de la discapacidad en Andalucía, 
indicaban la concurrencia de factores internos de la Administración (plantillas de personal insuficientes en 
los Centros de Valoración y Orientación y defectos de organización y gestión), unido a un incremento de 
la demanda por causas externas demográficas (envejecimiento de la población), que no han podido ser 
solventados por la Instrucción 2/2018, de 2 de julio, de medidas para la agilización y simplificación del 
procedimiento del grado de discapacidad.

Consideramos por ello importante introducir las mejoras organizativas y procedimentales necesarias, 
impulsando el proyecto de Decreto para el desarrollo del artículo 36.3 de la Ley 4/2017, de 25 de 
septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, es decir, el 
llamado a regular la organización y funciones de los Centros de Valoración y Orientación de personas con 
discapacidad en Andalucía y el procedimiento para la valoración del grado de discapacidad en la comunidad 
autónoma.
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La elaboración de esta norma ya se recomendó desde esta Institución a la Dirección General de Personas 
con Discapacidad en el seno de la mentada queja 16/6978 y estaba incluida en el Plan Anual Normativo de 
2018. Y así, aunque en esta anualidad el Gobierno andaluz ha manifestado su voluntad de no presentar un 
Plan Normativo para 2019, al considerar que no es preceptivo ni necesario, ello no obsta a que se culmine 
el desarrollo de este marco normativo necesario para mejorar las deficiencias de la discapacidad, que viene 
impuesto por la Ley 4/2017.

1.3.2.2.2. Discrepancias con el resultado de la valoración de la discapacidad

La discapacidad suscita igualmente la disconformidad de las personas afectadas con el resultado de su 
valoración, o con el de la aplicación del baremo de su movilidad reducida, ya porque ha comportado no 
poder acceder a tal consideración, ya porque se les ha reconocido en un porcentaje inferior al que, a su 
juicio, resulta de su situación y acreditan los informes médicos o la historia clínica.

Dejando a salvo los casos excepcionales en que, por haber concurrido un error en el criterio técnico, o 
en los informes tomados en consideración para adoptarlo, ejercemos una labor revisora que conduzca a 
detectarlo y subsanarlo, en la mayor parte de los supuestos hemos de atenernos a la estricta observancia 
del dictamen emitido conforme a Derecho y reconducir nuestra función a aclarar a la parte interesada las 
razones concurrentes, proporcionándole toda la información imprescindible para el mejor ejercicio de su 
pretensión en lo sucesivo.

Como de ordinario recordamos, la información no solo es un derecho de la ciudadanía, sino un instrumento 
más al servicio de la eficacia de la Administración, ya que el asesoramiento adecuado incrementa la 
confianza de la ciudadanía y potencia el uso responsable y adecuado de sus recursos, al evitar solicitudes 
reiteradas y reclamaciones estériles, que lastran el funcionamiento ordinario de aquella.

1.3.2.2.3. El fin de la equiparación entre incapacidad permanente y discapacidad “a todos los 
efectos”

En 2019 ha visto la luz la solución a la polémica generada por el artículo 4.2 del Real Decreto Legislativo 
1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley General de Derechos de 
las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, 
que, sin atenerse a lo dispuesto a la literalidad de una 
de las leyes que refundía (la Ley 51/2003), afirmó que 
“a todos los efectos” se considerará que presentan una 
discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los 
pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida 
una pensión de incapacidad permanente en grado de 
total, absoluta o gran invalidez, y los pensionistas de 
clases pasivas que tengan reconocida una pensión de 
jubilación o de retiro por incapacidad permanente para 
el servicio o inutilidad. Cuando la referida Ley 51/2003, 
ya derogada, efectuaba tal equiparación únicamente a los 
efectos de la misma (artículo 1.2).

Este cambio de términos supuso una auténtica 
modificación en la regulación de uno de los textos 
refundidos, conduciendo a que por los Centros de Valoración y Orientación se comenzasen a expedir, a 
instancias de los interesados, certificados acreditativos de la situación de discapacidad por equiparación 
automática derivada de la incapacidad permanente.

Finalmente ha sido el Tribunal Supremo el que ha zanjado la cuestión, fallando que ha existido regulación 
que ha ido más allá de la autorización conferida en la elaboración del Texto Refundido (artículo 4.2 del Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre), de tal modo que no cabe la equiparación automática 
referida.

“La información no 
solo es un derecho de 
la ciudadanía, sino un 
instrumento más al 
servicio de la eficacia 
de la Administración”
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